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CERTIORARI 
procedente del 
Tribunal de Primera 
Instancia, Sala de 
Guayama 
 
Caso Núm.   
G DP2008-0237 
(302) 

Panel integrado por su presidente, el Juez González Vargas, la Jueza 
Vicenty Nazario y el Juez Rivera Torres. 
 
González Vargas, Troadio, Juez Ponente.  

 

R E S O L U C I Ó N 

En San Juan, Puerto Rico, a 24 de agosto de 2016. 

 La parte peticionaria nos solicita que revoquemos una 

determinación del Tribunal de Primera Instancia de Guayama (TPI) que 

deniega su petición de presentar una moción de sentencia sumaria. 

Adelantamos que luego de examinado el recurso, no percibimos error, 

prejuicio o abuso de discreción por parte del foro de instancia que amerite 

nuestra intervención.  

I 

 Este pleito se remonta al 2008 cuando el señor Julio Mercado Ávila 

y su esposa la señora Teresita del Rosario Morales entablaron una 

demanda de daños y perjuicios por difamación en contra de cinco 

empleados de la Universidad de Puerto Rico, Recinto de Cayey (UPR). A 

grandes rasgos, alegaron que los demandados (Sonia de la Cruz Dávila 

Cosme, Ram Sarup Lamba, José Noel Caraballo, Gustavo Salvarrey 

Iranzo y Wanda Ivelisse Pabellón García), en cierta medida, llevaron a 

cabo acciones que perjudicaron al señor Mercado Ávila en el proceso de 

evaluación para su permanencia en el puesto de bibliotecario, la cual no 

le fue concedida. Como indemnización los demandantes solicitaron la 
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cantidad de $580,000 y una disculpa pública expuesta en los boletines 

universitarios.  

 Coetáneamente, el señor Mercado Ávila apeló la denegatoria de 

permanencia ante la Junta de Síndicos de la Universidad. Luego de 

diversos trámites, la Junta de Síndicos confirmó la denegatoria. El señor 

Mercado Ávila acudió ante este Foro y un Panel revocó. El Panel ordenó 

la restitución del señor Mercado Ávila en su posición de Bibliotecario II y 

el pago de todos los salarios, haberes y beneficios dejados de devengar. 

Véase, KLRA201300308.  La UPR recurrió al Tribunal Supremo. Dicho 

foro anuló el auto que originalmente había expedido y, luego de denegar 

dos reconsideraciones, la decisión advino final y firme. Véase, CC-2014-

358.  

 En este pleito los demandados contestaron la demanda en julio de 

2009. Negaron gran parte de las alegaciones sustanciales y levantaron 

una serie de defensas afirmativas. En una Conferencia sobre el estado de 

los procedimientos celebrada el 12 de noviembre de 2009, los abogados 

de ambas partes notificaron al TPI que estaban en proceso de 

intercambiar documentos e interrogatorios como parte del descubrimiento. 

En otra Conferencia celebrada el 14 de julio de 2010, así como en otras 

llevadas a cabo el 15 de febrero de 2011 y el 10 de agosto de 2011, los 

abogados les expresaron al tribunal que estaban en el procedimiento de 

toma de deposiciones. 

El 28 de agosto de 2014 los representantes legales de las partes 

sometieron un extenso Informe preliminar entre abogados para la 

Conferencia con antelación al juicio. El 4 de febrero de 2015 se celebró 

una Conferencia con Antelación a Juicio. Luego de diversos pormenores, 

el 10 de julio de 2015 el TPI ordenó a las partes presentar el Informe de 

Conferencia en o antes del 11 de septiembre de 2015. Ese día se llevó a 

cabo una vista. Surge de la Minuta que la juez a cargo de los 

procedimientos señaló que el caso estaba paralizado mientras estuviera 

pendiente la controversia por la vía administrativa en el Tribunal Supremo. 
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Ante ello emitió una orden en la que señaló que dejaba sin señalamiento 

el caso hasta que finalizara el proceso ante el Tribunal Supremo. En 

marzo de 2016 los demandantes informaron que el 30 de octubre de 2015 

el Tribunal Supremo emitió una Resolución en la que denegó una 

segunda y última solicitud de reconsideración sometida por la 

Universidad. En atención a ello, el TPI les concedió un término a los 

demandados para que expresaran su posición. El 19 de abril de 2016 

sometieron una Moción en la que expresaron que estaban en 

conversaciones con los demandantes para una posible transacción y 

solicitaron al TPI que les permitiera a las partes agotar esa posibilidad.  

El 2 de mayo de 2016 el foro de instancia emitió una Orden sobre 

conferencia transaccional y pautó una vista para el 8 de junio de 2016 con 

ese propósito. Ese día las partes comparecieron al tribunal. Los 

demandantes mencionaron que cursaron una oferta, pero aún no habían 

recibido respuesta. Por su parte los demandados indicaron que deseaban 

llegar a una transacción total, pero todavía estaban en proceso de 

evaluación. La juez hizo hincapié en que el caso era del 2008 y, dado a 

que el descubrimiento de prueba había finalizado, señaló una vista de 

daños o, si las partes estaban de acuerdo, una vista transaccional. Luego 

de que la juez pautara esa vista el representante legal de los 

demandados advirtió que pretendía presentar una solicitud de sentencia 

sumaria. El abogado de los demandantes se opuso porque ya el caso 

estaba en etapa previa para juicio, el Informe ya estaba presentado y las 

controversias estaban maduras para resolver. El TPI denegó la solicitud 

de los demandados y señaló juicio en su fondo para los días 26, 27, 28, 

29 y 30 de septiembre de 2016.1 Inconformes, el 26 de julio de 2016 los 

demandados presentaron el recurso de certiorari que nos ocupa. El error 

imputado es el siguiente: 

Erró el TPI al negarse a permitir la presentación de una 
moción de sentencia sumaria, a pesar que: (a) el último 
término para descubrimiento de prueba concedido por 
el TPI en la vista de 3 de septiembre de 2014 quedó 

                                                 
1
 La Minuta-Resolución que recoge la determinación se notificó el 5 de julio de 2016.  
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interrumpido al posteriormente paralizar el caso hasta 
que se tuviera la decisión final del Tribunal Supremo del 
caso administrativo; (b) la Conferencia con Antelación 
al Juicio no había sido celebrada; (c) el caso no tenía 
fecha para juicio; (d) las acciones por las cuales los 
recurridos pretenden que se le imponga 
responsabilidad a los peticionarios por alegado libelo y 
calumnia se dieron en el desempeño de sus funciones; 
(e) no existe causa de acción contra los peticionarios 
debido a que sus expresiones están protegidas por su 
derecho constitucional a la libertad de expresión y 
opinión; y, (f) no existe causa de acción contra los 
peticionarios debido a que la propia Ley de Libelo y 
Calumnia establece inmunidad en casos como el de 
autos, en que la comunicación o escrito alegadamente 
inflamatorio “… se cruce entre personas que tengan 
negocios en sociedad, u otra asociación semejante.” 32 
L.P.R.A. § 3145.  
 

II 

De ordinario, quien presenta un recurso de certiorari pretende la 

revisión de asuntos interlocutorios que han sido dispuestos por el foro de 

instancia en el transcurso y manejo del caso. Distinto al recurso de 

apelación, el tribunal al que se recurre mediante el recurso extraordinario 

de certiorari tiene discreción para atender el asunto planteado, ya sea 

expidiendo el auto o denegándolo. Véase, Rivera Figueroa v. Joe’s 

European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011); Pueblo v. Díaz De León, 176 

DPR 913, 917 (2009); García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005). Es 

decir, la principal característica del certiorari es “la discreción 

encomendada al tribunal revisor para autorizar su expedición y adjudicar 

sus méritos.” IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 338 (2012). 

Véase, la Regla 40 del Reglamento de este Tribunal, 4 LPRA Ap. XXII-B, 

sobre  los criterios que ese Foro toma en consideración al momento de 

decidir expedir o denegar un certiorari.  

La atención de este tipo de recurso aconseja prudencia. Sólo se 

justificará nuestra intervención cuando surja que el foro de instancia haya 

cometido “un craso abuso de discreción o que el tribunal actuó con 

prejuicio y parcialidad, o que se equivocó en la interpretación o aplicación 

de cualquier norma procesal o de derecho sustantivo, y que nuestra 

intervención en esa etapa evitará un perjuicio sustancial.” Lluch v. España 

Service, 117 DPR 729, 745 (1986). Nuestro rol al atender recursos de 
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certiorari descansa en la premisa de que es el foro de instancia quien está 

en mejor posición para resolver controversias interlocutorias, o de manejo 

del caso, y en la cautela que debemos ejercer para no interrumpir 

injustificadamente el curso corriente de los pleitos que se ventilan ante 

ese foro. Véase, Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 

(2008).      

III 

 En su escrito de certiorari los peticionarios arguyen que la 

presentación de una moción de sentencia sumaria por parte de ellos 

“propiciaría una solución más económica de este pleito.”2 A su vez, 

insisten en que el término de descubrimiento de prueba estuvo 

interrumpido y que no fue sino hasta que el Tribunal Supremo denegó la 

última reconsideración el 30 de octubre de 2015 que el caso pudo 

continuar su curso.  

Para justificar nuestra intervención con una determinación 

interlocutoria, como la presente, la parte peticionaria debe evidenciar una 

situación excepcional, como un grave y patente error o un craso abuso de 

discreción. No hemos sido persuadidos que sobre la presencia de alguno 

de estos requisitos en este caso. El manejo de un caso es un asunto 

sobre el cual el TPI tiene amplia latitud, control y discreción. Este litigio se 

remonta al 2008 y, aunque ha estado paralizado en algún momento en la 

espera de que finalizara el litigio administrativo, esencialmente el  

descubrimiento de prueba finalizó, según el foro de instancia recalcó en la 

vista del 8 de junio de 2016. Somos de opinión que al denegar la 

presentación de una moción dispositiva en esta etapa del pleito, y 

conforme el trasfondo procesal seguido, el foro de instancia actuó dentro 

del marco de su discreción, sin atisbo alguno de arbitrariedad o 

irrazonabilidad. Dada la proximidad del juicio y la  naturaleza de las 

controversias a ser atendidas por el Tribunal, lejos de abusar de su 

discreción al denegar el pedido recurrido, actúa con prudencia y 

                                                 
2
 Véase la página 16 del escrito de certiorari. 
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circunspección. Por tanto, no habremos de intervenir con esa 

determinación.  

IV 

 En vista de lo expuesto, denegamos expedir el auto de certiorari. 

 Notifíquese inmediatamente. 

 Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


